
San Juan de Pasto, 19 de enero de 2026 
 
HONORABLES MAGISTRADOS 
CONSEJO NACIONAL ELECTORAL (CNE) 
E. S. D. 
 
REFERENCIA: SOLICITUD DE REVOCATORIA DE INSCRIPCIÓN DE CANDIDATURA 
AL SENADO DE LA REPÚBLICA (CIRCUNSCRIPCIÓN ESPECIAL INDÍGENA) DE LA 
SEÑORA PATRICIA JOJOA SALAZAR. 
 
ELECCIONES: CONGRESO DE LA REPÚBLICA 2026-2030 (8 DE MARZO DE 2026). 
ASUNTO: REVOCATORIA POR INHABILIDAD SOBREVINIENTE (ART. 179 NUMERAL 
3 C.P.). 
 
VEEDURÍA ANÓNIMA, actuando en nombre propio y en ejercicio del derecho fundamental 
a la participación política y el control social consagradas en el artículo 40 y 103 de la 
Constitución Política, acudo respetuosamente ante esta Honorable Corporación para 
presentar SOLICITUD DE REVOCATORIA DE LA INSCRIPCIÓN de la candidatura de la 
ciudadana PATRICIA JOJOA SALAZAR, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 27-
093.798, quien se encuentra inscrita como aspirante al Senado de la República por la 
Circunscripción Especial Indígena, avalada por el Movimiento Autoridades Indígenas de 
Colombia "AICO". 
 
Esta solicitud se fundamenta en la configuración flagrante de la causal de inhabilidad 
consagrada en el Numeral 3 del Artículo 179 de la Constitución Política, por haber 
intervenido en la celebración de contratos con entidades públicas dentro de los seis (6) 
meses anteriores a la fecha de la elección, conforme a los siguientes capítulos y 
argumentos de hecho y de derecho: 
 

I. IDENTIFICACIÓN DE LA CANDIDATA 
 
La presente solicitud de revocatoria de inscripción se dirige de manera específica contra la 
candidatura de la ciudadana: 
• Nombre Completo: PATRICIA JOJOA SALAZAR. 
• Identificación: Cédula de Ciudadanía No. 27.093.798 expedida en Pasto1. 
• Corporación a la que aspira: Senado de la República. 
• Circunscripción: Especial Indígena (Nivel Nacional). 
• Organización Política Avaladora: Movimiento Autoridades Indígenas de Colombia 
"AICO". 
• Modalidad de Inscripción: Voto Preferente. 
• Número en el Tarjetón: 202. 
 
La candidata se encuentra plenamente individualizada y su inscripción goza de presunción 
de legalidad hasta tanto este Honorable Consejo Nacional Electoral declare la revocatoria 
con base en las pruebas sobrevinientes de inhabilidad que se exponen a continuación 
 

II. HECHOS 
 
Los fundamentos de hecho de esta solicitud se sustentan en pruebas documentales 
públicas que demuestran, de manera aritmética y cronológica, la configuración de la 
inhabilidad. 



 
PRIMERO: De conformidad con la Resolución No. 2581 del 5 de marzo de 2025, expedida 
por la Registraduría Nacional del Estado Civil, se fijó el calendario electoral para las 
elecciones de Congreso de la República, estableciendo como fecha para la realización de 
los comicios el día 8 de marzo de 2026. 
 
SEGUNDO: En aplicación del artículo 179, numeral 3 de la Constitución Política, la 
prohibición para celebrar contratos con entidades públicas aplica dentro de los seis (6) 
meses anteriores a la fecha de la elección. Al realizar el cómputo regresivo desde el 8 de 
marzo de 2026, se establece con certeza que el periodo inhabilitante inició el 8 de 
septiembre de 2025. En consecuencia, todo contrato estatal celebrado por un aspirante a 
partir del 8 de septiembre de 2025 genera inhabilidad. 
 
TERCERO: Estando plenamente vigente el periodo de inhabilidad, la candidata PATRICIA 
JOJOA SALAZAR, actuando en calidad de Representante Legal del RESGUARDO 
INDÍGENA QUILLASINGA REFUGIO DEL SOL (NIT 814002693-6), suscribió con el 
MUNICIPIO DE PASTO (Secretaría de Cultura) el Contrato de Comodato N° 20254210. 
 
CUARTO: La prueba documental del contrato establece de forma irrefutable en su 
encabezado y en la firma de las partes que la fecha de suscripción del negocio jurídico fue 
el 22 de septiembre de 2025. 
 
QUINTO: Es evidente que entre la fecha de inicio de la inhabilidad (08 de septiembre de 
2025) y la fecha de la firma del contrato (22 de septiembre de 2025), transcurrieron catorce 
(14) días. Por lo tanto, la intervención de la candidata en la gestión y celebración de este 
contrato ocurrió dentro del periodo prohibido por la Constitución. 
 
SEXTO: La celebración de dicho contrato no fue un hecho aislado, sino que estuvo 
precedida y fundamentada en la Resolución No. 295 del 22 de septiembre de 2025, 
expedida por la Secretaría de Cultura de la Alcaldía de Pasto. En dicho acto administrativo 
se justificó la contratación directa y se estableció un valor fiscal del contrato por la suma de 
VEINTIOCHO MILLONES TRECIENTOS CINCUENTA MIL QUINIENTOS TRECE PESOS 
($28.350.513,6), lo cual desvirtúa cualquier argumento de informalidad y ratifica el interés 
patrimonial y la relación contractual con el Estado. 
 
SÉPTIMO: La fecha de suscripción del contrato es inequívoca. Tanto en el encabezado del 
documento contractual como en la firma final de las partes, se consignó expresamente el 
día 22 de septiembre de 2025. 
 
Al contrastar esta fecha con el inicio del periodo de inhabilidad (8 de septiembre de 2025), 
se evidencia matemáticamente que la firma ocurrió catorce (14) días después de haber 
comenzado la restricción constitucional. No se trata de un contrato previo o en ejecución, 
sino de uno nuevo, nacido a la vida jurídica en pleno periodo prohibido. 
 
OCTAVO: La celebración de este contrato no fue un acto informal o meramente privado, 
sino que obedeció a un proceso administrativo reglado. Prueba de ello es la existencia de 
la Resolución No. 295 del 22 de septiembre de 2025, expedida por la Secretaría de Cultura 
de la Alcaldía de Pasto, cuyo objeto es "POR MEDIO DE LA CUAL SE JUSTIFICA LA 
CELEBRACIÓN DE UN CONTRATO DE COMODATO... A TRAVÉS DE LA MODALIDAD 
DE CONTRATACIÓN DIRECTA". Este acto administrativo demuestra que la candidata 
gestionó y formalizó una relación contractual directa con el Estado. 



 
NOVENO: Que si bien el contrato se denominó de comodato y se estipuló como "gratuito" 
en cuanto a la contraprestación monetaria directa, el mismo Resolución No. 295 y la 
Cláusula Tercera y Séptima del contrato establecen un valor fiscal y patrimonial de 
VEINTIOCHO MILLONES TRECIENTOS CINCUENTA MIL QUINIENTOS TRECE PESOS 
CON SEIS CENTAVOS MCTE ($28.350.513,6). 
 
La asignación de este valor fiscal confirma que la candidata recibió a título de tenencia y 
administración bienes públicos cuantificables, lo cual le otorgó una posición de ventaja y 
manejo de recursos estatales frente a los demás competidores en la contienda electoral, 
vulnerando el principio de igualdad que protege la inhabilidad. 
  

II: FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 
El sustento jurídico de esta solicitud descansa en la violación directa del régimen de 
inhabilidades para congresistas, diseñado por el Constituyente para proteger la moralidad 
administrativa, la igualdad entre los candidatos y la libertad del elector. 
 
1. VIOLACIÓN DEL RÉGIMEN DE INHABILIDADES (ART. 179, NUMERAL 3 C.P.) 
 
El artículo 179 de la Constitución Política establece de manera taxativa las causales por las 
cuales un ciudadano no puede ser congresista. Específicamente, el numeral 3 consagra: 
"3. Quienes hayan intervenido en gestión de negocios ante entidades públicas, o en la 
celebración de contratos con ellas en interés propio, o en el de terceros, o hayan sido 
representantes legales de entidades que administren tributos o contribuciones parafiscales, 
dentro de los seis meses anteriores a la fecha de la elección." 
 
Para que se configure esta causal, la jurisprudencia de la Sección Quinta del Consejo de 
Estado ha exigido la concurrencia de los siguientes elementos axiológicos, los cuales se 
cumplen a cabalidad en el caso de la señora PATRICIA JOJOA SALAZAR: 
 
1. Elemento Subjetivo: La candidata intervino personalmente en la celebración del 
contrato, suscribiéndolo en calidad de Representante Legal del Resguardo Indígena 
Quillasinga Refugio del Sol. No actuó por interpuesta persona, sino de manera directa. 
 
2. Elemento Objetivo (Conducta): La conducta reprochada es la celebración de 
contratos. Como consta en el expediente, la candidata perfeccionó el Contrato de 
Comodato No. 20254210 mediante su firma. La jurisprudencia es clara en señalar que la 
inhabilidad se configura con el acto de suscribir el contrato, independientemente de si este 
se ejecutó posteriormente o de si generó utilidad económica. El bien jurídico tutelado es 
evitar que el candidato utilice la contratación estatal como plataforma política. 
 
3. Elemento Temporal: La norma exige que la conducta ocurra dentro de los seis (6) 
meses anteriores a la elección. 
o Fecha de elección: 8 de marzo de 2026. 
o Inicio del periodo inhabilitante: 8 de septiembre de 2025. 
o Fecha de la conducta (firma del contrato): 22 de septiembre de 2025. 
o Conclusión: La conducta es extemporánea y violatoria del régimen constitucional. 
4. Elemento Orgánico: El contrato se celebró con una entidad pública, a saber, el 
MUNICIPIO DE PASTO (Alcaldía Municipal - Secretaría de Cultura), entidad de carácter 
territorial y administrativo del orden municipal. 



 
2. LA COINCIDENCIA DE CIRCUNSCRIPCIÓN  
 
Podría alegarse equivocadamente que, al tratarse de un contrato municipal (Pasto) y una 
elección nacional (Senado), no existe coincidencia territorial. Sin embargo, el último inciso 
del mismo artículo 179 de la Constitución Política cierra cualquier escape jurídico al 
disponer: "Para los fines de este artículo se considera que la circunscripción nacional 
coincide con cada una de las territoriales, excepto para la inhabilidad consignada en el 
numeral 5." 
 
Dado que la Circunscripción Especial Indígena del Senado es de carácter Nacional, 
cualquier contrato celebrado con una entidad pública de cualquier nivel territorial (sea 
municipal, departamental o nacional) tiene la potencialidad de inhabilitar al candidato. La 
norma asume, de iure, que la influencia derivada de la contratación estatal en una 
circunscripción territorial (Pasto) afecta la pureza del sufragio en la circunscripción nacional 
(Senado). 
 
En consecuencia, el contrato suscrito por la candidata con la Alcaldía de Pasto contamina 
su elegibilidad para el Senado de la República, configurándose así la causal de inhabilidad 
de pleno derecho. 
 

III. CONFIGURACIÓN DE LOS ELEMENTOS AXIOLÓGICOS 
 
Para que se cristalice la prohibición constitucional, es imperativo demostrar la convergencia 
de los cuatro elementos estructurales de la inhabilidad en el caso concreto. A continuación, 
se acredita cada uno de ellos: 
 
1. EL SUJETO (Cualificado): 
 
La prohibición recae sobre quien ostenta la calidad de candidato. 
 
En el presente caso, el sujeto es PATRICIA JOJOA SALAZAR, quien se inscribió 
formalmente como aspirante al Senado de la República por la Circunscripción Especial 
Indígena, tal como consta en el Formulario E-6 y en la Resolución de inscripción avalada 
por el Movimiento Autoridades Indígenas de Colombia "AICO". No se trata de un tercero, 
sino de la persona directamente interesada en la elección. 
 
2. LA CONDUCTA (Intervención en celebración): 
 
La norma sanciona la "intervención en la celebración". 
 
Está probado documentalmente que la candidata intervino de manera personal y directa al 
estampar su firma en el Contrato de Comodato No. 20254210. Actuó en su condición de 
Representante Legal de la entidad contratista (Resguardo Indígena Quillasinga Refugio del 
Sol), perfeccionando con su voluntad el negocio jurídico. La jurisprudencia de la Sección 
Quinta del Consejo de Estado es pacífica al señalar que la causal se configura con el mero 
perfeccionamiento del contrato (la firma), sin que sea relevante su ejecución posterior o su 
liquidación. 
 
3. EL TIEMPO (Criterio Temporal): 
 



La conducta debe ocurrir dentro de los seis (6) meses anteriores a la elección. 
• Fecha de la elección: 8 de marzo de 2026. 
• Inicio de la veda: 8 de septiembre de 2025. 
• Fecha de la conducta: 22 de septiembre de 2025. 
• Conclusión: Al contrastar las fechas, es evidente que la firma del contrato se realizó 
CATORCE (14) DÍAS DENTRO DEL PERIODO PROHIBIDO. La extemporaneidad de la 
actuación es, por tanto, un hecho matemáticamente irrefutable que vicia de nulidad la 
inscripción. 
 
4. LA ENTIDAD (Criterio Orgánico): 
 
El contrato debe celebrarse con una entidad pública. 
 
El negocio jurídico se suscribió con el MUNICIPIO DE PASTO (Alcaldía Municipal - 
Secretaría de Cultura). De conformidad con el artículo 286 de la Constitución, los municipios 
son entidades territoriales y, por ende, entidades públicas. La contratación no se realizó con 
un particular ni con una entidad de derecho privado pura, sino con la administración 
municipal, lo que activa la protección constitucional contra el uso de recursos públicos con 
fines electorales. 
 
3. JURISPRUDENCIA DEL CONSEJO DE ESTADO (SECCIÓN QUINTA) 
 
La tesis de la revocatoria se encuentra respaldada por una línea jurisprudencial pacífica, 
reiterada y unificada de la Sección Quinta del Consejo de Estado, máximo juez de lo 
electoral en Colombia, que ha definido el alcance objetivo de esta causal. 
 
A. LA NATURALEZA OBJETIVA: 
 
Es doctrina consolidada que la inhabilidad se configura con el simple acto de 
perfeccionamiento del contrato (la firma), siendo irrelevante para el derecho electoral si el 
contrato se ejecutó, si se liquidó o si generó utilidades. Lo que la norma castiga es la 
posición de privilegio que adquiere el candidato al convertirse en contratista del Estado. 
 
Al respecto, el Consejo de Estado en Sentencia del 18 de febrero de 2021 (Rad. 11001-03-
28-000-2019-02852-00, C.P. Rocío Araújo Oñate), reiteró la regla de unificación: "...de 
acuerdo con la jurisprudencia la conducta que materializa la inhabilidad objeto de estudio, 
es la de intervenir en la celebración de contratos, razón por la que se ha entendido que 
aquella se configura con la celebración efectiva del respectivo contrato estatal dentro del 
lapso contemplado por la norma, independiente del momento de su ejecución o liquidación". 
Asimismo, la Sentencia del 30 de mayo de 2019 (Rad. 68001-23-33-000-2019-00926-01), 
precisó que la intervención en la celebración no requiere demostración de un favorecimiento 
indebido, sino simplemente la prueba objetiva de la suscripción del vínculo jurídico en el 
tiempo vedado. 
 
La candidata podría alegar que el contrato de comodato no se había empezado a ejecutar 
o que devolvió los bienes. Sin embargo, conforme a la jurisprudencia citada, tal defensa es 
inane. La firma del documento el 22 de septiembre de 2025 perfeccionó el contrato y 
consumó la inhabilidad en ese mismo instante. 
 
B. EL CONTRATO DE COMODATO COMO CAUSAL VÁLIDA DE INHABILIDAD 
 



Aunque el contrato de comodato se caracteriza por ser gratuito (préstamo de uso), la 
jurisprudencia ha aclarado que sí constituye un contrato estatal regido por la Ley 80 de 1993 
y, por tanto, activa la prohibición del artículo 179 constitucional. 
 
El Consejo de Estado ha sostenido que la gratuidad no elimina el "interés" exigido por la 
norma. El interés se presume porque el contratista (en este caso el Resguardo 
representado por la candidata) obtiene la tenencia y uso de bienes públicos (computadores, 
mobiliario, etc., valorados en más de 28 millones de pesos), lo cual le otorga una capacidad 
de gestión y una visibilidad frente a la comunidad que rompe el equilibrio electoral. 
 
En la Sentencia del 27 de enero de 2011 (Rad. 2010-00062), la Sección Quinta explicó que 
el concepto de "contrato" para efectos de inhabilidades debe interpretarse en sentido 
amplio, abarcando cualquier acuerdo de voluntades capaz de generar obligaciones, 
incluidos los comodatos y convenios de asociación, siempre que se suscriban con una 
entidad pública. 
 
Adicionalmente, frente al elemento de "interés de terceros", la jurisprudencia (Ver Sentencia 
Rad. 11001-03-28-000-2022-00273-00 del 28 de septiembre de 2023) ha analizado que 
cuando un representante legal firma en nombre de una persona jurídica (como un 
Resguardo o Asociación), actúa en "interés de un tercero" (la entidad que representa). Al 
firmar el Comodato N° 20254210, la candidata PATRICIA JOJOA SALAZAR gestionó un 
beneficio patrimonial para el Resguardo Indígena Quillasinga Refugio del Sol (el tercero), 
encuadrando perfectamente en la prohibición de "celebración de contratos... en interés de 
terceros". 
 

CONSIDERACIÓN ESPECIAL: PROCEDENCIA DE LA SOLICITUD ANÓNIMA 
 
Honorable Magistrado Ponente, es imperativo señalar que, si bien esta solicitud se presenta 
bajo la reserva de identidad del ciudadano (queja anónima) por razones de seguridad en el 
territorio, dicha circunstancia no exime al Consejo Nacional Electoral de su deber 
constitucional de actuar. 
 
El régimen de inhabilidades es de orden público y de obligatorio cumplimiento. La 
jurisprudencia del Consejo de Estado y la doctrina del propio CNE han establecido que 
cuando la autoridad electoral tiene conocimiento de una irregularidad flagrante sustentada 
en PRUEBA DOCUMENTAL PLENA (como lo son el Contrato Estatal y la Resolución 
Administrativa adjuntos), se activa automáticamente el poder oficioso consagrado en el 
artículo 265 de la Constitución. 
 
La prueba aportada no es un indicio ni un rumor; es el Contrato N° 20254210 suscrito y 
firmado. Ante la contundencia de la evidencia que demuestra la violación objetiva de la 
Constitución, la identificación del quejoso pasa a un segundo plano, prevaleciendo el interés 
general y la obligación del Estado de depurar el proceso democrático. Ignorar esta prueba 
bajo el pretexto de la forma anónima constituiría una omisión en el deber de inspección y 
vigilancia electoral. 
 

PRUEBAS 
 
Con el fin de acreditar los supuestos fácticos y jurídicos expuestos, me permito aportar 
como PRUEBA DOCUMENTAL PLENA los siguientes documentos, los cuales gozan de 
presunción de autenticidad y mérito probatorio: 



 
1. PRUEBAS DOCUMENTALES APORTADAS 
 
• ANEXO 1: Copia íntegra del CONTRATO DE COMODATO N° 20254210, suscrito el 
22 de septiembre de 2025 entre el Municipio de Pasto y el Resguardo Indígena Quillasinga 
Refugio del Sol. En este documento consta la firma autógrafa de la candidata PATRICIA 
JOJOA SALAZAR en la página 8, acreditando su intervención directa. 
 
• ANEXO 2: Copia de la RESOLUCIÓN No. 295 del 22 de septiembre de 2025, 
expedida por la Secretaría de Cultura de la Alcaldía de Pasto, "Por medio de la cual se 
justifica la celebración de un contrato de comodato...". Este acto administrativo prueba la 
motivación estatal, la fecha cierta de la contratación y el valor fiscal asignado al negocio 
jurídico ($28.350.513,6). 
 
• ANEXO 3: Referencia al Listado Definitivo de Candidatos al Congreso 2026 (Archivo 
oficial del CNE/Registraduría), donde consta la inscripción vigente de la demandada por la 
Circunscripción Especial Indígena - Senado, avalada por el Movimiento AICO. 
 

PRETENSIONES 
 
Con fundamento en los hechos y argumentos expuestos, solicito al Honorable Consejo 
Nacional Electoral: 
 
PRIMERA (PRINCIPAL): Que se declare probada la causal de inhabilidad consagrada en 
el numeral 3 del artículo 179 de la Constitución Política, por haber intervenido la candidata 
en la celebración de contratos con entidades públicas dentro de los seis (6) meses 
anteriores a la elección. 
 
SEGUNDA: Que, como consecuencia de lo anterior, se REVOQUE LA INSCRIPCIÓN de 
la candidatura de la ciudadana PATRICIA JOJOA SALAZAR (C.C. 27.093.798) al Senado 
de la República por la Circunscripción Especial Indígena, avalada por el Movimiento 
Autoridades Indígenas de Colombia "AICO". 
 
TERCERA: Que se ordene excluir su nombre de los instrumentos de votación (tarjetones) 
o, en caso de estar impresos, se ordene que los votos marcados a su favor no sean 
escrutados por los jurados de votación ni por las comisiones escrutadoras. 
 

NOTIFICACIONES 
 
Se recibirán notificaciones exclusivamente en el siguiente correo electrónico: 
denunciaselectorales3@gmail.com  
 
Atentamente, 
 
VEEDURÍA ANÓNIMA 
 
















































